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Mexical i, Baja Cal ifornia, a veintiuno de marzo de dos mil  

veinticuatro.  

 

Resolución  de recurso de revisión que revoca  la sentencia 

dictada el  veinte de septiembre de dos mil  veintidós, por el 

Juzgado Segundo de este Tribunal, en el  juicio contencioso 

administrativo citado al rubro y…  

 

R E S U L T A N D O:  

 

Que por escri to presentado el  día catorce de octubre de 

dos mil  veintidós, el  Consejero Jurídico Municipal del 

Ayuntamiento de Ti juana, Baja Cal ifornia interpuso recurso 

de revisión contra la sentencia dictada el  veinte de 

septiembre de dos mil  veintidós, por el  Juzgado Segundo de 

este Tribunal, en la que se declaró la nul idad del acto 

impugnado. 

 

Que mediante acuerdo de la Presidencia de este Tribunal 

de fecha dieciséis de enero de dos mil  veinti trés, se admitió 

el recurso de revis ión aludido en el  párrafo precedente, 

ordenándose dar vista a las partes por el  término de cinco 

días para que las partes manifestaran lo que a su derecho 

conviniese. Sin que ninguna de el las hiciera manifestación 

alguna. 

 

Que agotado el  procedimiento establecido en la Ley del 

Tr ibunal, en cumpl imiento al acuerdo anteriormente 

descrito, se turnó el  expediente al  Magistrado Ponente, por 

lo que se está en condiciones de dictar la sentencia 

correspondiente de acuerdo a los siguientes… 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

 

PRIMERO.- Competencia.- El  Pleno del Tr ibunal Estatal  de 

Justicia Administrativa de Baja Cal ifornia es competente 

para conocer el  recurso de referencia, en términos de lo 



 

dispuesto en los artículos 17, fracción I I , y 94, fracción IV, de 

la Ley del Tribunal Estatal  de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja Cal ifornia (Ley del Tr ibunal), apl icable en la 

especie de conformidad con lo dispuesto en el  artículo 

transitorio tercero de la Ley del Tribunal Estatal  de Justicia 

Administrativa de Baja Cal ifornia. 
 

SEGUNDO.- Glosario . A fin de facil itar la lectura de esta 

resolución, se usarán las siguientes definiciones 

estipulativas:  

 
Ley del  Tr ibunal  Ley del  Tr ibunal  Estatal  de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

Cal i fornia. 

Reglamento de tránsi to Reglamento de Tránsi to y Control 

Vehicular del  Municipio de Ti juana Baja 

Cal i fornia. 

Oficial   Oficial  de Pol icía adscri ta a la 

Dirección General  de Pol icía y Tránsi to 

de la Secretaría de Seguridad y 

Protección Ciudadana Municipal  del 

Ayuntamiento de Ti juana Baja 

Cal i fornia. 

 

 

TERCERO.- Antecedentes del caso. Para una mejor 

comprensión del asunto conviene precisar lo siguiente:  

 

El  acto impugnado en el  presente juicio consistió en la 

boleta de infracción **********2 de fecha quince de marzo 

de dos mil  veinte, emitida por el Oficial , consistente en 

“BOLETA ÚNICA DE INFRACCIÓN DE ALCOHOLIMETRIA”  

 

El  Juzgado de conocimiento declaró la nul idad de la boleta 

de infracción combatida, por considerar que la autoridad 

fue omisa en motivar debidamente el  acto impugnado,  así 

como no acreditar que el  procedimiento se desarrol ló de 

acuerdo con lo establecido en las disposiciones apl icables, 

por lo que determinó se actual iza la causal de nul idad 

prevista por la fracción IV del artículo 83 de la Ley que rige 

este procedimiento. 

 

Inconforme con la anterior determinación, la autoridad 

demandada formuló los agravios que en el  presente fal lo 

serán materia de anál isis y resolución.  

 

CUARTO.- Agravios.- Se tienen por reproducidos en el 

presente considerando los argumentos de agravio  hechos 

valer por la parte recurrente, sin que sea necesario 

transcribirlos, toda vez que la Ley del Tribunal no establece 

tal  exigencia. Apoya lo anterior, la jur isprudencia 2a./J. 

58/2010 con registro 164618 de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Just icia de la Nación, consul table en la 



 

página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta correspondiente a mayo de dos mil  diez, tomo XXXI , 

de rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 

CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVID AD EN LAS 

SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN ”.  

 

QUINTO.- Análisis.- En su único concepto de agravio, la 

recurrente sostiene esencialmente que la resolución que se 

reclama atenta contra las garantías de seguridad y 

legal idad jurídicas, así  como contra los principios de 

congruencia y exhaustividad, contemplados en los artículos 

14 ,16 y 17 de la Constitución Federal, en relación con el 

artículo 82 de la Ley del Tribunal  (hoy artículo 107 de la Ley 

del Tribunal Estatal  de Justicia Administrat iva de Baja 

Cal ifornia), al  haberse excedido el  Juzgado Segundo al 

declarar la nul idad de la boleta de infracción impugnada, 

por los siguientes motivos : 

 

a.  Señala que el  A Quo debió de haber f i jado de manera 

clara, precisa y en congruencia con el  contexto d e la 

Litis , de lo que se desprende que únicamente se podrá 

pronunciar respecto de lo efectivamente manifestado 

por las partes y nada más.  

 

b. Señala que el  A Quo no tomo en cuenta los hechos 

manifestados por la parte actora, misma en la que 

admite haberse sometido al  procedimiento 

enmarcado en el artículo 102 Quater del Reglamento, 

además que admite expresamente las condiciones de 

tiempo, modo y lugar. Además que el  A Quo, 

reconoce que la prueba de alcohol imetría es la base 

para fincar la infracción administrativa al  conductor, y 

si se hizo constar en la boleta de infracción el 

resul tado, y que le fue entregado al infractor, que 

además ni fue cuestionada la entrega, ni el  resul tado 

del mismo. 

 

Asimismo, añade que el  A Quo paso por al to que la 

parte actora firmo la boleta de infracción y en la 

misma se hizo constar que se le entregaron 

comprobante de la prueba de alcohol imetría y la hoja 

de inventario. Que se debió observar el  aspecto 

cronológico de las documentales así  como la 

vinculación que existe entre el las.  

 

La recurrente considera como infundado el 

pronunciamiento del A Quo, en el sentido de que la 

autoridad demandada no fundó debidamente su 

actuación al  omitir  sustanciar el  procedimiento 

establecido en el artículo 102 Quater del Reglamento 

de Tránsito.  

 



 

El agravio es en parte fundado y suficiente para revocar el 

acto recurrido, conforme los razonamientos y fundamentos 

que se exponen a continuación.  

 

En la boleta de infracción impugnada se señalaron como 

fundamento de la infracción cometida, los artículos 1 

párrafo tercero, 21 párrafos tercero y noveno y 115 fracción 

I I I , inciso H, de la Consti tución Pol í tica de los Estados Unidos 

Mexicanos; artículo 7 , apartado A, penúltimo párrafo de la 

Consti tución Pol í tica del Estado Libre y Soberano de Baja 

Cal ifornia; artículos 1, 2, 3 fracciones I , I I I , V, VI I I , 5 fracción 

V y VI , 7, 25 fracción I , 102, Bis, 102 Ter, 102 Quater, 105, 106, 

107, 110 fracción I I I  del Reglamento de Tránsito y Control 

Vehícular del Municipio de Ti juana, Baja Cal ifornia, boleta 

de subsecuente inserción para efecto de una mejor 

apreciación de la misma: 
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En consecuencia, contrario a lo manifestado por el 

Juzgado, a quedado plenamente demostrado que el  acto 

impugnado se encuentra debidamente fundado.  

 

Por otra parte, el  Juzgado A  quo declaró la nul idad de la 

boleta de infracción impugnada por considerar que la 

boleta se encuentra indebidamente motivada, y que el 

procedimiento no se hubiera sustanciado de acuerdo a lo 

establecido en los artículos 102 Bis, 102 Ter y 102 Quater del 

Reglamento de Tránsito.  



 

Como lo sostiene la recurrente en el  agravio que nos ocupa, 

en autos está plenamente demostrada la conducta 

atr ibuida al  demandante en la boleta de infracción 

controvertida. 

 

En la boleta en mención se hicieron constar los datos de 

identif icación de la hoja de inventario de vehículo 

remolcado, del certificado médico de esencia y del 

resul tado del alcoholímetro, cuyos números de 

identif icación son coincidentes con los que el  oficial 

demandado adjuntó a su contestación de demanda en 

copia certif icada, a saber, hoja de inventario de vehículo 

remolcado **********4, certif icado médico de esencia y 

resul tado del alcoholímetro con fol io **********5, arrojando 

estos últimos como resultado el  de **********6%BAC. 

 

Precisado lo anterior, se reitera que el agravio hecho valer 

es fundado, en primer lugar porque del anál isis del 

Reglamento de Tránsito se advierte, que no existe exigencia 

alguna en cuanto a que el  resultado del alcoholímetro sea 

fi rmado por el  conductor ni que ostente dato especifico 

alguno, lo que se entiende si se toma en consideración que 

lo relevante es la debida identificación de tal  documento, a 

efecto de que exista certeza de que se trata del resultado 

del examen practicado a determinada persona, en este 

caso, a la parte actora, lo que sí  se cumpl ió al  asentarse la 

información del número de certificado médico de esencia 

**********5 y el  nombre del infractor en el  resultado de la 

prueba de espirado emitido, el  cual corresponde al 

conductor infractor.  

 

En ese sentido, si en términos de los preceptos reproducidos, 

ninguna persona puede conducir vehículos por la vía 

públ ica si tiene una cantidad de alcohol en la sangre 

superior a 0.8 gramos por l i tro de sangre o su equivalente en 

algún otro sistema de medición, y el  resul tado del examen 

de alcoholímetro practicado al demandante fue superior al 

máximo permitido, es claro que tal  documental sí  es apta 

para demostrar la conducta atribuida al  demandante en la 

boleta de infracción **********2, más aún si se toma en 

cuenta que en términos del artículo 102 Quater, punto 4, del 

Reglamento de Tránsito y Control  Vehicular del Municipio de 

Ti juana, ya reproducido, constituye la prueba fehaciente de 

la cantidad de alcohol u otra sustancia tóxica encontrada.  

Además, tal  como lo plantea la recurrente en el  agravio en 

estudio, el  estado de ebriedad de la demandante se 

corroboró con el certificado médico de esencia **********5 

que le fue practicado y que obra en el  expediente en 

estudio, del que se advierte entre otras cuestiones, que fue 

elaborado por el  médico José Iván Camacho Valle adscri to 

a la Dirección Municipal de Salud con cédula profesional 



 

6942754 quien bajo protesta de conducirse con verdad, hizo 

constar que a las dos horas con siete minutos del quince de 

marzo de dos mil  veinte, diagnosticó al  demandante con un 

cuadro cl ínico de ebriedad incompleta, el  cual perturba o 

impide su habil idad para conducir un vehículo de motor, 

asentando detal ladamente los elementos a que se cont rajo 

la valoración fís ica y la prueba de coordinación digital  con 

ambas manos que practicó al demandante, lo que 

contrario a lo sostenido por la resolutora, consiste en las 

técnicas uti l izadas por el  médico para l legar a sus 

conclusiones, aunado a que tal  certificado médico sí  es 

apto para demostrar el  grado de alcohol en la sangre del 

conductor, pues en el  mismo se asentó: “Determinación de 

alcohemia (en analizador de aire espirado) **********6 

%BAC....” , lo que de acuerdo con lo contemplado en el 

procedimiento, es la base para la elaboración del 

certificado en estudio.  

 

De esa forma, a tales documentales públ icas asiste valor 

probatorio pleno, pero además, tienen alcance 

demostrativo suficiente para acreditar que la demandante 

se encontraba conduciendo un vehículo de motor en 

estado de ebriedad. 

 

Con relación a la motivación, resulta suficiente lo que en la 

especie se asentó, para estimar que se cumple con el  

requisi to de motivación, el lo precisamente atendiendo a 

que de la propia boleta de infracción impugnada se 

advierte que remite l i teralmente los datos identif icativos de 

las actuaciones vinculadas a la misma (resul tado de 

alcoholímetro, certificado médico y hoja de inventario del 

vehículo remolcado), apoyando de esta manera el  acto del 

que se deriva.  

 

En este sentido, se dice que el  demandante tuvo pleno 

conocimiento de la vinculación que existe entre las diversas 

actuaciones tendientes a motivar la conducta infractora al 

fi rmar la boleta de infracción **********2, y hacerle la 

entrega de la documentación a la que hace referencia la 

propia boleta. 

 

Además, de la narración de los hechos que dieron motivo a 

la demanda se aprecia que en reiteradas ocasiones el 

demandante hizo mención que el  oficial  de tránsito le 

instruyo que con motivo de un programa de control  y 

preventivos de ingestión de alcohol u otras substancias 

tóxicas para conductores de vehículos, debía detener la 

marcha de su vehículo con el  fin de poderle real izar una 

prueba de alcoholímetro a efecto de determinar el grado 

de alcohol que presentaba el  conductor. 

 



 

Es decir, contrario a lo establecido por el  Juzgado A Quo, el 

actor si tenía pleno conocimiento de los hechos que 

motivaron la infracción que se le atr ibuye, por lo que el 

argumento en relación de la indebida motivación no tiene 

sustento, toda vez que del propio escri to de demanda y en 

específico en los hechos número dos, tres, cuatro, cinco, 

seis y siete hace referencia el actor a la multicitada prueba 

de espirado para determinar el  grado de ebriedad.  

 

Luego entonces, en relación al  artículo 400 del Código de 

Procedimientos Civiles para el  Estado de Baja Cal ifornia, 

apl icado supletoriamente conforme al artículo 30 de la Ley 

del Tribunal Estatal  de Justicia Administrativa del Estado de 

Baja Cal ifornia, la confesión hecha por el  actor en la 

demanda, en el  caso en particular la circunstancia en la 

que el  actor admite que la prueba de espirado que le 

real izaron fue con el  fin de determinar el  grado de 

alcoholemia que presentaba el  quince de marzo de dos mil  

veinte con motivo de un programa implementado por la 

Secretaría de Seguridad Públ ica del Municipio de Ti juana, 

Baja Cal ifornia, hace prueba plena para probar la 

conducta que le es atr ibuida al  actor, sin necesidad de que 

el  mismo ratifique lo dicho.  

 

Aunado a la confesión expresa hecha por el  actor en su 

escri to inicial  de demanda, se tiene la plena certeza de que 

en su oportunidad **********1 tuvo pleno conocimiento del 

actuar de la autoridad demandada, primeramente del 

resul tado de alcoholímetro, seguido del certif icado médico 

de esencia, continuando con la boleta de infracción, misma 

en la que se hizo constar la entrega de las documentales de 

mérito, misma que firmo al calce del documento y 

finalmente con la hoja de inventario levantada del vehículo 

remolcado. De esta manera, resulta claro los hechos que se 

le atribuyen al  particular.  

 

Tiene sustento lo anterior, el  criterio emitido por el  Segundo 

Tr ibunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito a través de la Tesis I .2º.A.J/39 (8a.), registro digital  

213644, publ icado en la Gaceta del Semanario Judicial  de 

la Federación, Libro 73, Enero de 1994, página 57, de rubro 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. CUANDO PUEDE CONSTAR EN 

DOCUMENTO DISTINTO AL QUE CONTENGA EL ACTO RECLAMADO.  

 

Así , en la boleta impugnada se asentó que a las dos h oras 

con once minutos del quince de marzo de dos mil  veinte, en 

Libramiento Sur, S. Rosas Magallon y rampa Bugambil ia, 

Colonia Baylol lan en la ciudad de Ti juana, el  demandante 

conducía el  vehículo **********7, color **********8, número 

de serie **********9, datos que evidentemente constituyen 

las circunstancias especiales que robustecen el  acto 

impugnado. 



 

Por lo tanto, resulta incierto lo manifestado por el  A quo en 

el  sentido de que el  acto impugnado no cumple con la 

formal idad de motivación, ya que de la misma boleta se 

desprende las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 

que sucedieron los hechos que dieron origen a la 

infracción. Máxime que el tí tulo de la boleta es “BOLETA 

ÚNICA DE INFRACCIÓN DE ALCOHOLIMETRIA”, y en la misma 

se encuentra un sel lo con la leyenda “Estado de Ebriedad 

incompleta”, además de que el  propio actor confeso en los 

hechos de la demanda, que se trataba de una infracción 

de alcohol imetría., por lo que no existe ninguna duda o 

incertidumbre del motivo de la infracción, que deje al 

demandante en estado de indefensión o incertidumbre 

jurídica, por el contrario, su defensa consistió precisamente 

en combatir los alcoholímetros.  

 

Con relación al  Programa de control  y preventivo de 

ingestión de alcohol y substancias tóxicas para conductores 

de vehículos, como lo señala la recurrente, el  artículo 115 

Consti tucional establece las materias competencia de los 

Municipios para emitir  sus reglamentaciones, incluyendo 

aquella relacionada con la Seguridad Públ ica.  

 

De acuerdo con el  Reglamento de Tránsito y Control  

Vehicular para el Municipio de Ti juana Baja Cal ifornia, a 

través del artículo 7, segundo párrafo, se establece que la 

autoridad municipal a través de sus Agentes de Tránsito 

puede detener la marcha de un vehículo, de acuerdo con 

la siguiente transcripción:  

 

“Art ículo 7. -…  

Los agentes únicamente podrán detener la marcha de un 

vehículo cuando su conductor haya violado de manera f lagrante 

alguna de las disposiciones del presente Reglamento,  y/o como 

resultado de las acciones de inspección y ver i f icación de los 

conductores,  conforme a lo previsto por el  art ículo 102 QUATER 

del presente Reglamento.  

…” 

 

1. Para los efectos del presente estudio, la disposición 

transcrita nos remite al  procedimiento contemplado en el 

artículo 102 Quater del Reglamento de la materia, el  cual 

señala: 

 
“ARTICULO 102 QUATER. -  Los agentes pueden detener la marcha 

de un vehículo cuando la Secretar ía de Seguridad Públ ica 

establezca y l leve a cabo programas de control  y prevent ivos de 

ingest ión de alcohol u otras subs tancias tóxicas para 

conductores de vehículos.  Cuando los agentes cuenten con 

disposi t ivos de detección de alcohol y otras substancias tóxicas,  

se procederá como sigue:  

…” 

 



 

De ahí que se considere como fundado el  agravio 

argumentado por la autoridad demandada, toda vez que 

existe a través del Reglamento de Tránsito, la facultad para 

las autoridades municipales para implementar las acciones 

que contempla el  programa en anál isis (f i l tros de 

alcoholímetro), s in que se exi ja alguna formal idad, y que 

esto impl ique una violación a su esfera de derechos.  

 

Como ciertamente lo plantea la recurrente, la boleta de 

infracción reviste la naturaleza de acta circunstanciada 

suscrita por autoridad competente, y se ve apoyada por el 

resul tado de la prueba de alcoholimetría, que se emite por 

un aparato de grado técnico-cientí f ico, cuya emisión se ve 

constreñida material  y jurídicamente a la cronología del 

acto a complementar, esto es, la boleta misma, en 

congruencia con lo dispuesto en el  procedimiento que 

dispone el  artículo 102 Quater del Reglamento, s in que para 

el lo el  A Quo se encuentre en aptitud de imponerle más 

requisi tos que el ordenamiento legal que lo regula. Se 

expl ica. 

 

El  Juzgado cita el Programa Nacional de Alcohol imetría, del 

cual deriva el  Manual para la implementación de 

operativos, mismo que refiere en su página 28 y 34 que los 

„alcoholímetros‟ no son aparatos confiables y mucho menos 

exactos”. 

 

Además, dicho manual, indica que el  referido Programa se 

basa en los parámetros establecidos en el  Proyecto de 

Norma PROY-NMX-153-IMNC-2005 y que el  multicitado 

Programa establece la real ización de una segunda prueba 

(prueba confirmatoria) diez minutos después de la prueba 

inicial , con la final idad de el iminar la posibil idad de alcohol 

bucal o falsos positivos.  

 

Bajo esa tesitura, el  Juzgado determinó que la autoridad 

demandada no acreditó en autos que el  aparato uti l izado 

para real izar la prueba de alcoholímetro en aire espirado se 

encontraba certificado de acuerdo con el  Proyecto de 

Norma antes citado, ni que el  procedimiento establecido de 

dicho aparato se real izara de manera correcta.  

 

Sin embargo, el resul tado del examen de alcoholímetro 

practicado a la demandante, aun cuando no se le haya 

real izado la segunda prueba referida por el  Juzgado, sí  

constituye la prueba fehaciente, es decir, es la prueba 

documental apta para demostrar la conducta que se le 

atr ibuye a la demandante en términos de lo previsto por el 

punto 4 del artículo 102 Quater del Reglamento de Tránsito , 

aunado a que el  precepto en mención no prevé que , 

conforme al procedimiento establecido, se deba real izar 



 

una segunda prueba para efectos de determinar la val idez 

del primer resultado, por lo que, el hecho de que exista un 

Manual para la implementación de operativos, no 

representa una obl igación de hacer por parte de la 

autoridad demandada. 

 

Robustece a lo anterior, el  principio de jerarquía normativa, 

ya que el  Proyecto de Norma PROY-NMX-153-IMNC-2005, es 

evidente que es de inferior jerarquía al Reglamento de 

Tránsito, de modo que, si atendemos lo previ sto por el 

artículo 16 Constitucional, del que se advierte que, acorde 

a los requis itos de mandamiento escri to, autoridad 

competente, fundamentación y motivación, las autoridades 

sólo pueden hacer lo que la Ley les faculta, y al  haberse 

discernido la jerarquía normativa, es propio determinar que, 

conforme al principio de legal idad, a contrario sensu, s i 

dentro de las facultades atr ibuidas a la autoridad 

demandada por el  citado Reglamento no se le confiere el 

real izar una segunda prueba de espirado, se entie nde que 

el  l levarla a cabo es arbitrario, traduciéndose así  en una 

transgresión al  derecho de seguridad jurídica.  

 

Apoya lo anterior la tesis IV.2o.A.51 K (10a.) con registro 

2005766 del Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Cuarto Circuito, consul table en la página 

2239 del Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta 

correspondiente a febrero de dos mil  catorce, tomo I I I , de 

subsecuente inserción.  

 
“PRINCIPIO DE LEGALIDAD. CARACTERÍST ICAS DE SU DOBLE 

FUNCIONALIDAD TRATÁNDOSE DEL ACT O ADMINISTRATIVO Y SU 

RELACIÓN CON EL DIVERSO DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD 

Y EL  CONTROL JURISDICCIONAL.  Del art ículo 16,  pr imer párrafo,  de 

la Const i tución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos,  se 

advierten los requis i tos de mandamiento escr i to,  autor idad 

competente y fundamentación y mot ivación,  como garant ías 

inst rumentales que,  a su vez,  revelan la adopción en el  régimen 

jur ídico nacional del  pr incipio de legal idad, como una garant ía del  

derecho humano a la seguridad jur íd ica,  acorde al  cual l as 

autor idades sólo pueden hacer aquel lo para lo que expresamente 

les facultan las leyes,  en el  entendido de que éstas,  a su vez,  

const i tuyen la mani festación de la voluntad general .  Bajo esa 

premisa,  el  pr incipio mencionado t iene una doble funcional idad, 

part icularmente t ratándose del  acto administ rat ivo,  pues,  por  un 

lado, impone un régimen de facultades expresas en el  que todo 

acto de autor idad que no represente el  ejercicio de una facultad 

expresamente confer ida en la ley a quien lo emite,  se considerar á 

arbi t rar io y,  por el lo,  contrar io al  derecho a la seguridad jur ídica, 

lo que legi t ima a las personas para cuest ionar la val idez de un 

acto desajustado a las leyes,  pero,  por otro,  bajo la adopción del 

mismo pr incipio como base de todo el  ordenamiento,  se  genera la 

presunción de que toda actuación de la autor idad deriva del  

ejercicio de una facultad que la ley le conf iere,  en tanto no se 

demuestre lo contrar io,  presunción de legal idad ampl iamente 

reconocida tanto en la doctr ina como en la legis lación nacio nal.  

As í,  el  pr incipio de legal idad, apreciado en su mayor ampl i tud,  da 

cabida al  diverso de interdicción de la arbi t rar iedad, pero también 

conl leva que éste opere a t ravés de un control  jur i sdiccional,  lo 

que da como resultado que no basta que el  gobernad o considere 

que determinado acto carece de fundamentación y mot ivación 



 

para que lo est ime no obl igator io ni  v inculante o lo señale como 

fuente de un derecho incontrovert ible a una sentencia que lo 

anule,  s ino que, en todo caso,  está a su cargo recurr i r  a l os 

órganos de control  a hacer valer la asumida ausencia o 

insuf iciencia de fundamento legal y mot ivación dentro de dicho 

procedimiento y,  a su vez,  corresponderá a la autor idad demostrar 

que el  acto cuest ionado encuentra sustento en una facultad 

prevista por la norma, so pena de que sea declarado contrar io al  

derecho a la seguridad jur ídica,  lo que revela que los 

procedimientos de control  jur i sdiccional,  const i tuyen la últ ima 

garant ía de ver i f icación del respeto al  derecho a la seguridad 

jur ídica,  cuyas reg las deben ser conducentes y congruentes con 

ese propósi to.”  

 

Por tanto, se acredita que la boleta de infracción 

impugnada fue emitida conforme a derecho, por ajustarse 

a lo dispuesto en el  artículo 106 del Reglamento de Tránsito, 

así  como en razón de devenir de un procedimiento que se 

desplegó en pleno acatamiento a lo establecido en los 

artículos 102 bis, 102 Ter, 102 Quater y 119 del mismo 

ordenamiento, por lo que la sanción en comento se 

encuentra debidamente fundada y motivada, teniéndose 

por acreditada la conducta real izada por el  infractor.  

 

No obstante que es parcialmente fundado y suficiente el 

agravio hecho valer por la recurrente, ante lo pendiente de 

anal izar del primer motivo de inconformidad de manera 

parcial , contenido en el  escrito inicial  de demanda, por no 

haber s ido estudiados por el  Juzgado A Quo , lo procedente 

en la especie, al  no existi r reenvío conforme a las 

disposiciones que rigen el  juicio contencioso administrativo, 

es que este Pleno se avoque con plenitud de jurisdicción al 

anál isis de tal  motivo de disenso, para no dejar inaudita a la 

parte actora. 

 

Apoya lo anterior la tesis XXI .1o.P.A.126 A con registro 

163967 del Primer Tr ibunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, consultable en 

la página 2336 del Semanario Judicial  de la Federación y su 

Gaceta correspondiente a agosto de dos mil  diez, tomo 

XXXII , de subsecuente inserción.  

 

RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 168 DEL CÓDIGO 

DE PROCEDIMIENTOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS DEL 

ESTADO DE GUERRERO. SI AL RESOLVERLO EL PLENO DE LA SALA 

SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

LOCAL CONSIDERA INCORRECTA LA DETERMINACIÓN DE LA SALA A 

QUO, ANTE LA INEXISTENCIA DE LA FIGURA DEL REENVÍO EN DICHA 

LEGISLACIÓN, DEBE ANALIZAR TODAS LAS PRETENSIONES DE LAS 

PARTES. De los art ículos 128 y 129 del Código de Procedimientos 

Contenciosos Administ rat ivos del Estado de Guerrero se advierte 

que en cumpl imiento al  pr incipio de congruencia,  las sentencias 

del T r ibunal Contencioso Administ rat ivo loca l deben ser acordes 

con los planteamientos formulados,  tanto en la demanda como 

en la contestación,  y resolver todos los puntos que hayan s ido 

objeto de la controvers ia,  debiendo prevalecer el  anál i s i s  de 

todas las cuest iones planteadas por las partes,  sal vo cuando el  



 

estudio de una de el las sea suf iciente para acreditar la inval idez 

del acto impugnado. Por tanto,  s i  al resolver el  recurso de 

revis ión previsto en el  art ículo 168 del  ci tado ordenamiento la 

Sala Superior del mencionado órgano jur i sdiccional c onsidera 

incorrecta la determinación de la Sala a quo, ante la inexi stencia 

de la f igura del reenvío en la indicada legis lación,  debe anal i zar  

las pretensiones de las partes,  es deci r ,  atender todos y cada 

uno de los mot ivos de anulabi l idad e inval idez for mulados,  tanto 

en la demanda y su ampl iación,  en su caso,  como en la 

contestación a ambas,  en acatamiento al  art ículo 17 de la 

Const i tución Pol ít ica de los Estados Unidos Mexicanos.  

 

SEXTO. - Análisis con plenitud de jurisdicción.- Del estudio 

del primer motivo de inconformidad en lo pendiente de 

anal izar, la parte actora señala en su demanda considera 

que fue detenido ilegalmente, y que con el lo se violentó lo 

contenido en el  artículo 16 Consti tucional, el  cual establece 

que nadie puede ser molestado en su  persona o posesiones 

si no mediante mandamiento escrito que funde y motive la 

causa legal de dicho acto de molestia.  

 

Se considera que el motivo expuesto es infundado. Se 

explica.   

 

Como fue anal izado en apartados superiores, se considera 

que la autoridad demandada puede implementar 

programas de control  y preventivos de ingestión de alcohol 

u otras substancias, s in que se exi ja requisito distinto para su 

ejecución, cuando se trata de la publ icidad del mismo.  

 

En el  caso objeto de estudio, no existe requisi to alguno que 

establezca que, para en la implementación de los fi l tros de 

alcoholímetro a través del programa multicitado, la 

autoridad deba exhibir un mandamiento escrito que funde y 

motive dicha actuación.  

 

Lo que se entiende, s i consideramos que, el  derecho 

humano a la l ibre circulación no es absoluto, pues su 

ejercicio puede restr ingirse con base en criterios de 

proporcional idad. Así , s i bien existe una restr icción temporal 

a la l ibre circulación que hace un agente a una persona, su 

final idad es la de practicarle la prueba del alcoholímetro, 

misma que debe considerarse excepcional y admisible, s in 

necesidad de una orden escrita de autoridad competente, 

en virtud de que por cuestiones de temporal idad y dado 

que el  estado de ebriedad es transitorio, no es  posible 

obtener esa orden para ejercer el  acto de molestia, sino 

que basta la existencia del operativo.   

 

Sirve de apoyo el criterio emitido por la Corte, de rubro 

“ALCOHOLÍMETRO. EL ARTÍCULO 145 BIS DE LA LEY DE VIALIDAD DEL 

ESTADO DE AGUASCALIENTES, AL  PREVER QUE LOS AGENTES DE TRÁNSITO 

PUEDEN DETENER LA MARCHA DE UN VEHÍCULO Y PRACTICAR A SU 

CONDUCTOR LA PRUEBA RELATIVA, SIN NECESIDAD DE UNA ORDEN 



 

ESCRITA DE AUTORIDAD COMPETENTE, NO VIOLA EL ARTÍCULO 16 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL .”  

 

De ahí que se considere como infundada la inconformidad 

argumentada por la actora.  

 

Con base a lo anteriormente expuesto, a juicio de este 

Pleno se considera fundado del concepto de agravio único, 

así  como infundado el  motivo de inconformidad primero, 

resul ta procedente revocar la sentencia dictada por el 

Juzgado Segundo de este Tr ibunal el veinte de septiembre 

de dos mil  veintidós, y en su lugar reconocer la val idez de la 

boleta de infracción **********2 emitida en fecha quince de 

marzo de dos mil  veinte, por el  Oficial  adscrito a  la 

Dirección General de Pol icía y Tránsito de la Secretaria de 

Seguridad Públ ica del Ayuntamiento de Ti juana Baja 

Cal ifornia. 

 

Por lo expuesto y fundado, así  como con apoyo en lo 

dispuesto en el  artículo 94 de la Ley del Tribunal, es de 

resolver y se...  

 

R E S U E L V E:  

 

PRIMERO.- Se revoca la sentencia dictada por el  Juzgado 

Segundo de este Tr ibunal el  veinte de septiembre de dos mil  

veintidós, materia de la presente revis ión.  

 

SEGUNDO.- Se reconoce la val idez de la boleta de 

infracción número **********2 emitida en fecha quince de 

marzo de dos mil  veinte, por el  Oficial  adscrito a la 

Dirección General de Pol icía y Tránsito de la Secretaria de 

Seguridad Públ ica del Ayuntamiento de Ti juana Baja 

Cal ifornia. 

 

NOTIFÍQUESE  mediante boletín jurisdiccional a las partes 

enviando los avisos correspondientes.  

 

Así  lo resolvió el Pleno del Tribunal Estatal  de Justicia 

Administrativa de Baja Cal ifornia, en sesión de fecha 

veintiuno de marzo de dos mil  veinticuatro por mayoría de 

votos de los Magistrados Carlos Rodolfo Monte ro Vázquez, 

Guil lermo Moreno Sada y voto en contra del Magistrado 

Alberto Loaiza Martínez, mismo que emite voto razonado. 

Siendo ponente el segundo de los mencionados, mismos 

que firman ante la presencia de la Secretaria General de 

Acuerdos, Claudia Carol ina Gómez Torres, quien da fe.  

GMS/ARD/KABN  
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“ELIMINADO: Nombre, 2 párrafo(s) con 2 renglones, en fojas 1 y 7. Fundamento legal: artículos 116, de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a 

conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de 

los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de boleta de infracción, 5 párrafo(s) con 5 renglones, en fojas 2, 5, 6 y 13. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como 

confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 

no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad 

con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Imagen de boleta de infracción, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 4. Fundamento 

legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, 

párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de inventario, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 5. Fundamento legal: artículos 

116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de 

que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales 

conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse 

o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, 

finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de certificado médico, 3 párrafo(s) con 3 renglones, en fojas 5. Fundamento legal: 

artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, 

párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Resultado de alcoholímetro, 2 párrafo(s) con 2 renglones, en fojas 5 y 6. Fundamento legal: 

artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, 

párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Marca del vehículo, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 7. Fundamento legal: artículos 

116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de 

que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales 

conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse 

o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, 

finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Color del vehículo, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 7. Fundamento legal: artículos 116, 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a 

conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de 

los datos personales.”  
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“ELIMINADO: Número de serie del vehículo, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 7. Fundamento legal: 

artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, 

párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  



 

La suscrita Licenciada Claudia Carolina Gómez Torres, Secretaria 

General de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, hace constar: Que lo transcrito con anterioridad 

corresponde a una versión pública de resolución de Segunda 

Instancia dictada en el expediente 715/2020 SS, en la que se 

suprimieron datos que se han clasificado como confidenciales, 

cubriendo el espacio correspondiente, insertando diez asteriscos, 

versión que va en trece fojas útiles.----------------------------------------------------

Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 116 de 

la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, 

fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California, 55 del Reglamento en 

Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. Lo que se hace constar para los 

efectos legales a que haya lugar, en la ciudad de Mexicali, Baja 

California, a los diecisiete días del mes de octubre de dos mil 

veinticuatro.------------------------------------------------------------------------------------- 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


